
 

 

1 

RESOLUCIÓN OCAS-SO-09082016-N
o
15 

 
EL ÓRGANO COLEGIADO ACADÉMICO SUPERIOR 

 
CONSIDERANDO 

 

Que, el artículo 211 de la Constitución de la República del Ecuador, manda: “La Contraloría General 
del Estado es un organismo técnico encargado del control de la utilización de los recursos estatales, y 
la consecución de los objetivos de las instituciones del Estado y de las personas jurídicas de derecho 
privado que dispongan de recursos públicos.”; 
 
Que,   el artículo 233 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “Ninguna servidora ni 
servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus 
funciones, o por sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil y penalmente por el manejo 
y administración de fondos, bienes o recursos públicos (...)”; 
 
Que, el artículo 353 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “El sistema de 
educación superior se regirá por: 1. Un organismo público de planificación, regulación y coordinación 
interna del sistema y de la relación entre sus distintos actores con la Función Ejecutiva. (…)”; 
 
Que, el artículo 355 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “El Estado 
reconocerá a las universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, 
financiera y orgánica, acorde con los objetivos del régimen de desarrollo y los principios establecidos 
en la Constitución. (…)  La autonomía no exime a las instituciones del sistema de ser fiscalizadas, de 
la responsabilidad social, rendición de cuentas y participación en la planificación nacional. (…)”; 
 
Que, el artículo 426 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “Todas las personas, 
autoridades e instituciones están sujetas a la Constitución. (…)”; 
 
Que, el artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, señala: “Máximas 
autoridades, titulares y responsables.- Los Ministros de Estado y las máximas autoridades de las 
instituciones del Estado, son responsables de los actos, contratos o resoluciones emanados de su 
autoridad. (…)”; 
 
Que,  el artículo 196 del Código Orgánico Integral Penal, COIP, establece: “Hurto.- La persona que 
sin ejercer violencia, amenaza o intimidación en la persona o fuerza en las cosas, se apodere 
ilegítimamente de cosa mueble ajena, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a 
dos años. Si el delito se comete sobre  bienes públicos se impondrá el máximo de la pena prevista 
aumentada en un tercio. Para la determinación de la pena se considerará el valor de la cosa al 
momento del apoderamiento.”; 
 
Que,  el artículo 233 del Código Orgánico Integral Penal, COIP, determina: “Delitos contra la 
información pública reservada legalmente.- La persona que destruya o inutilice información clasificada 
de conformidad con la Ley, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. La o 
el servidor público que, utilizando cualquier medio electrónico o informático, obtenga este tipo de 
información, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años. Cuando se trate de 
información reservada, cuya revelación pueda comprometer gravemente la seguridad del Estado, la o 
el servidor público encargado de la custodia o utilización legítima de la información que sin la 
autorización correspondiente revele dicha información, será sancionado con pena privativa de libertad 
de siete a diez años y la inhabilitación para ejercer un cargo o función pública por seis meses, 
siempre que no se configure otra infracción de mayor gravedad.”; 
 
Que, artículo 1 de la Ley Orgánica de Educación Superior, establece: “Ámbito.- Esta Ley regula el 
sistema de educación superior en el país, a los organismos e instituciones que lo integran: determina 
derechos, deberes y obligaciones de las personas naturales y jurídicas, y establece las respectivas 
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sanciones por el incumplimiento de las disposiciones contenidas en la Constitución y la presente 
Ley.”; 
 
Que, artículo 3 de la Ley Orgánica de Educación Superior, establece: “Fines de la Educación 
Superior.- La educación superior de carácter humanista, cultural y científica constituye un derecho de 
las personas y un bien público social que, de conformidad con la Constitución de la República, 
responderá al interés público y no estará al servicio de intereses individuales y corporativos.”;  
 
Que, artículo 5 de la Ley Orgánica de Educación Superior, establece: “Derechos de las y los 
estudiantes.- Son derechos de las y los estudiantes los siguientes: (…) c) Contar y acceder a los 
medios y recursos adecuados para su formación superior; garantizados por la Constitución (…)”; 
 
Que, artículo 8 de la Ley Orgánica de Educación Superior, establece: “Serán Fines de la Educación 
Superior.- La educación superior tendrá los siguientes fines: (…) f) Fomentar y ejecutar programas de 
investigación de carácter científico, tecnológico y pedagógico que coadyuven al mejoramiento y 
protección del ambiente y promuevan el desarrollo sustentable nacional (…)”; 
 
Que, artículo 17 de la Ley Orgánica de Educación Superior, establece: “Reconocimiento de la 
autonomía responsable.- El Estado reconoce a las universidades y escuelas politécnicas autonomía 
académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con los principios establecidos en la 
Constitución de la República. (…)”; 
 
Que, artículo 18 de la Ley Orgánica de Educación Superior, establece: “Ejercicio de la autonomía 
responsable.- La autonomía responsable que ejercen las universidades y escuelas politécnicas 
consiste en: (…) e) La libertad para gestionar sus procesos internos; f) La libertad para elaborar, 
aprobar y ejecutar el presupuesto institucional. Para el efecto, en el caso de instituciones públicas, se 
observarán los parámetros establecidos por la normativa del sector público;  g) La libertad para 
adquirir y administrar su patrimonio en la forma prevista por la Ley (…)”;  
 
Que, artículo 1 Reglamento Administración y Control de Bienes del Sector Público, determina: 
“Ámbito de aplicación.- El presente Reglamento regula la administración, utilización y control de los 
bienes y existencias de propiedad de las instituciones, entidades y  organismos del sector público y 
empresas públicas, comprendidas en los artículos 225 y 315 de la Constitución de la República del 
Ecuador, entidades de derecho privado que disponen de recursos públicos en los términos previstos 
en el artículo 211 de la Constitución de la República del Ecuador y en los artículos 3 y 4 de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General del Estado, y para los bienes de terceros que por cualquier causa 
se hayan entregado al sector público bajo su custodia, depósito, préstamo de uso u otros 
semejantes.”; 
 
Que, el artículo 1 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro, determina: “(…) La 
Universidad por su carácter  de institución estatal de Educación Superior, tanto en sus procesos 
docentes, investigativos y de vinculación con la colectividad, como en los de  orientación en la 
formación  integral de los recursos humanos, está dirigida a la formación de profesionales, 
investigadores y técnicos preparados para la solución de los problemas científico-técnicos, de 
prestación de servicios a la comunidad, aplicación de programas,  proyectos de investigación, 
desarrollo y generación de ciencia, tecnología, cultura y arte con parámetros de calidad, seriedad y 
responsabilidad,  con un amplio criterio humanista, ético, democrático,  solidario, productivo y 
competitivo, que propende al mejoramiento y fortalecimiento institucional a mediano y largo 
plazo.(…)”; 
 
Que, el artículo 7 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro, prevé: “En ejercicio de 
la autonomía responsable, el Patrimonio y Financiamiento de la Universidad Estatal de Milagro está 
constituido por: literales a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l) (…)”; 
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Que, el artículo 133 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro, determina: “Se 
pierde la calidad de estudiante: a) Por ser sancionado con la pena de expulsión de la Universidad, 
hasta que se cumpla con el tiempo fijado; y, b) Por concluir la validez de la matrícula o por la 
anulación de la misma, de acuerdo al Reglamento respectivo, o en forma expresa cuando se retire 
voluntariamente.”; 
 
Que, el artículo 140 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal de Milagro, determina: “Son 
deberes de los Estudiantes: (…) b) Observar siempre normas de buen comportamiento, ser 
respetuosos entre sí, con los profesores, superiores y más integrantes de la comunidad universitaria 
(…)”; 
 
Que, la Disposición Transitoria Primera del Reglamento del Órgano Colegiado Académico Superior 
de la Universidad Estatal de Milagro, establece:  “Hasta la expedición del Reglamento de Infracciones 
y Sanciones de la Universidad Estatal de Milagro, la comisión disciplinaria actuará únicamente en los 
casos contemplados en el artículo 207 de la Ley Orgánica de Educación Superior en concordancia al 
proceso oral establecido en el Código Orgánico Integral Penal con observancia a los preceptos del 
debido proceso. (…)”; 
 
Que,  el artículo 6 del Código de Ética de la Universidad Estatal de Milagro, establece:  “Principios 
éticos.- Se entiende por principios éticos toda norma o idea fundamental que regirá el pensamiento y 
la conducta de las personas que formal, transitoria o permanentemente formen parte de la comunidad 
universitaria, en calidad de autoridades, funcionarios(as), servidores(as), trabajadores(as), 
estudiantes, proveedores y personas que sean parte de proyectos de vinculación e investigación, sin 
importar la modalidad con la cual sean parte de esta universidad.”; 

 
Que, mediante Memorando Nro. UNEMI-AJ-2016-0255-MEM, del 18 de julio 2016, suscrito por la               
Mgs. Gabriela Elizabeth Bermeo Valencia, Directora  de Asesoría Jurídica, remite al OCAS el 
Instructivo para Regular el Servicio de Préstamo de Material Bibliográfico del Centro de Recursos 
para el Aprendizaje y la Investigación (CRAI) - Biblioteca de la Universidad Estatal de Milagro, para su 
análisis en segundo debate; y, 
 
En el ejercicio de las atribuciones que le confiere el Art. 47 de la Ley Orgánica de Educación Superior 
publicada en el Registro Oficial  No 298 del 12 de octubre 2010.   
 

RESUELVE: 

 

Artículo Único.-  Aprobar en segundo debate el Instructivo para Regular el Servicio de Préstamo de 
Material Bibliográfico del Centro de Recursos para el Aprendizaje y la Investigación (CRAI) - 
Biblioteca de la Universidad Estatal de Milagro, el mismo que se encuentra anexo a la presente 
Resolución. 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 

Única.- La resolución entrará en vigencia a partir de su expedición, sin perjuicio de su publicación en 
la página web de la institución www.unemi.edu.ec, en el link documentos institucionales. 
 
Dado en la ciudad de San Francisco de Milagro, a los nueve días del mes de agosto 2016, en la 
décima quinta sesión del Órgano Colegiado Académico Superior. 
 
 
 
 

Ing. Fabricio Guevara Viejó, MAE.                                                     Lic. Diana Pincay Cantillo 
               RECTOR                                                                     SECRETARIA GENERAL (E) 


